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[bookmark: _Hlk143780582]CONTRATACIÓN DIRECTA ‒ Deber de planeación ‒ Estudios y documentos previos ‒ Exigibilidad

La contratación directa no está exenta del deber de planeación. El artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 exige los estudios y documentos previos en todas las modalidades de selección, con la única salvedad de la mínima cuantía, de modo que también en la contratación directa la entidad debe describir la necesidad, el objeto con sus especificaciones, la modalidad y su justificación, el valor estimado, el análisis de riesgo y las garantías. La ausencia de evaluación comparativa de ofertas no suprime ese deber, sino que se limita a excluir los instrumentos que suponen ponderación.

SISTEMA INTEGRAL DE PREFERENCIAS ‒ Decreto 0287 de 2026 ‒ Cinco medidas ‒ Aplicación diferenciada según la modalidad de selección

El Sistema Integral de Preferencias no se agota en el puntaje adicional. Conforme a la Circular Externa No. 003 de 2026, está compuesto por cinco medidas, cuya aplicación varía según el régimen y la modalidad: las herramientas de planeación, los criterios habilitantes diferenciales y el puntaje adicional no operan en la contratación directa, mientras que las compras públicas accesibles y las condiciones especiales de ejecución sí le resultan aplicables, y la inclusión de personas con discapacidad en contratos de prestación de servicios es, precisamente, una medida propia de esa modalidad.

COMPRAS PÚBLICAS ACCESIBLES ‒ Artículo 2.2.1.2.4.2.7.1 ‒ Todas las modalidades y regímenes ‒ Criterios de accesibilidad en los estudios previos

La obligación de incorporar criterios de accesibilidad se predica de toda compra de bienes, obras o servicios que realicen los entes del Estado, se rijan por el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública o por régimen especial, y en todas las modalidades de selección. Dichos criterios se definen en la etapa de planeación, puntualmente en los estudios y documentos previos, y cuando no existan normas legales, reglamentarias o técnicas aplicables al objeto, la entidad no se exonera de incorporarlos: debe fijar una ficha técnica propia.

CONDICIONES ESPECIALES DE EJECUCIÓN ‒ Artículo 2.2.1.2.4.2.7.5 ‒ Obligación contractual ‒ Subcontratación inclusiva e integración del equipo de trabajo

Las condiciones especiales de ejecución aplican a las entidades regidas por la Ley 80 de 1993 en todas las modalidades de selección, incluida la contratación directa. Se concretan en dos opciones —subcontratación inclusiva e integración del equipo de trabajo—, de las cuales debe incorporarse al menos una como obligación contractual en la minuta que hace parte de los documentos del proceso, salvo que la entidad justifique lo contrario en los estudios previos.

PUNTAJE ADICIONAL Y CRITERIOS HABILITANTES DIFERENCIALES ‒ Modalidades con evaluación comparativa ‒ Improcedencia en contratación directa

El puntaje adicional del artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 opera únicamente en las modalidades de licitación pública y concurso de méritos, y los criterios habilitantes diferenciales del artículo 2.2.1.2.4.2.7.3 no aplican a la contratación directa ni a la mínima cuantía. Ello obedece a que ambos instrumentos presuponen pluralidad de oferentes y comparación de propuestas, presupuesto que no concurre en la contratación directa, sin que de esa exclusión pueda inferirse la inaplicabilidad de las demás medidas del sistema.

CRITERIOS AMBIENTALES Y SOCIALES ‒ Factores de evaluación ‒ Especificaciones técnicas y obligaciones contractuales ‒ Distinción

Debe distinguirse entre los criterios que operan como factores de evaluación de las ofertas —que suponen comparación y, por tanto, no tienen cabida en la contratación directa— y aquellos que se incorporan en la definición técnica del objeto o como obligaciones del contrato, que derivan del deber de planeación y de las normas sustanciales aplicables —entre ellas las introducidas por el Decreto 0997 de 2026 en materia de Compra Pública Sostenible, cuyo artículo 7 incorporó el análisis del Ciclo de Vida a los estudios y documentos previos, con un régimen de vigencia inmediata para unos artículos y progresiva para otros— y resultan procedentes con independencia de la modalidad, siempre que guarden relación con el objeto contractual y respeten los principios de proporcionalidad y de selección objetiva.

En ejercicio de la función de absolver consultas sobre normas de carácter general, la Agencia interpreta el reglamento vigente, pero no puede inaplicarlo, exceptuarlo ni sustituir sus reglas por criterios distintos con fundamento en consideraciones de razonabilidad o proporcionalidad, pues ello desconocería el principio de legalidad. El control de legalidad de los decretos reglamentarios corresponde a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.












Bogotá D.C., 14 de octubre de 2026
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Estimado señor Olaya:
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta del 6 de septiembre de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“El artículo 2.2.1.2.4.2.6 del Decreto 1082 de 2015 prevé puntaje adicional por vinculación de trabajadores con discapacidad solo en licitación pública y concurso de méritos, y los artículos 31 y 32 de la Ley 2069 de 2020 asocian los requisitos diferenciales y puntajes adicionales a procesos con evaluación comparativa de ofertas. En la contratación directa no hay pluralidad de oferentes ni ponderación.

Se consulta:

1. ¿Puede la Entidad Estatal incorporar criterios ambientales, sociales o de inclusión de personas con discapacidad y de población vulnerable en la contratación directa, como especificaciones técnicas, requisitos habilitantes u obligaciones contractuales?

2. ¿Debe analizar y motivar su procedencia en los estudios previos, aunque no se otorgue puntaje?

3. ¿El que esas normas se refieran a modalidades con evaluación de ofertas excluye toda aplicación de tales criterios en la contratación directa?”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas al Estatuto General de Contratación Pública o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.  	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: i) ¿Es jurídicamente procedente que las entidades estatales incorporen criterios ambientales, sociales, de inclusión de personas con discapacidad o de población vulnerable en los procesos de contratación directa, mediante especificaciones técnicas, requisitos relacionados con la idoneidad del contratista o obligaciones de ejecución contractual?; ii) En caso de ser procedente la incorporación de tales criterios en la contratación directa, ¿debe la entidad estatal justificar y motivar su inclusión en la etapa de planeación y en los documentos que soportan el proceso contractual, aun cuando no exista una fase de evaluación comparativa de ofertas ni la asignación de puntajes? y; iii) ¿Las disposiciones legales y reglamentarias que prevén criterios ambientales, sociales o de fomento para modalidades de selección con evaluación de ofertas impiden su aplicación en la contratación directa, o, por el contrario, permiten su incorporación como instrumentos de planeación y ejecución contractual cuando guardan relación con el objeto del contrato y los fines de la contratación estatal?

2. Respuesta:

	En atención a los problemas jurídicos planteados, conviene precisar, en primer lugar, que el puntaje adicional por vinculación de personas con discapacidad (en adelante, PcD) se encuentra regulado en el artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 del Decreto 1082 de 2015, modificado por el Decreto 0287 de 2026, y no en el artículo 2.2.1.2.4.2.6, que define los emprendimientos y empresas de PcD. Hecha esa precisión, la premisa de la que parte su consulta, que el puntaje adicional y los criterios habilitantes diferenciales suponen comparación de ofertas y, por ello, no operan en la contratación directa, es correcta; pero de ella no se sigue que los criterios ambientales, sociales o de inclusión queden excluidos de esa modalidad.

(i) La respuesta al primer interrogante es afirmativa, y conviene distinguir las tres vías por las que indaga. Como especificaciones técnicas del objeto, la incorporación de tales criterios no solo es procedente sino que, en materia de accesibilidad, resulta obligatoria: el artículo 2.2.1.2.4.2.7.1 del Decreto 1082 de 2015 dispone que toda compra de bienes, obras o servicios que realicen los entes del Estado, se rijan por el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública o por régimen especial, e incluidos los patrimonios autónomos constituidos por entidades estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos, incorpore criterios de accesibilidad, en todas las modalidades de selección, sin excluir la contratación directa. 
En cuanto a los requisitos habilitantes, la respuesta exige un matiz. Los criterios habilitantes diferenciales del artículo 2.2.1.2.4.2.7.3 están expresamente excluidos de la contratación directa y de la mínima cuantía, pues consisten en morigerar exigencias fijadas en el pliego frente a otros proponentes, lo que presupone concurrencia. Ello no significa, sin embargo, que en la contratación directa desaparezca la verificación de las condiciones del contratista: la entidad conserva el deber de constatar su capacidad e idoneidad y de definir las exigencias técnicas que el objeto demande, entre las cuales pueden figurar las relativas a accesibilidad, sostenibilidad o inclusión, siempre que guarden relación directa con el objeto y respeten el principio de proporcionalidad.
En relación con la inclusión de criterios ambientales y sociales debe tenerse en cuenta, además, el Decreto 0997 de 2026, cuyo artículo 7 incorporó al contenido de los estudios y documentos previos el análisis de los impactos económicos, sociales y ambientales asociados a cada etapa del Ciclo de Vida del bien, obra o servicio, exigencia que alcanza a la contratación directa por regir el artículo 2.2.1.1.2.1.1 en todas las modalidades salvo la mínima cuantía; debiendo advertirse que el régimen de vigencia de ese decreto no es uniforme, pues sus artículos 2, 3, 8 y 11 rigen desde el día siguiente a su publicación y los demás de manera progresiva según la naturaleza y categoría de la entidad, a la que corresponde verificar cuáles le son exigibles al estructurar el proceso. Como obligaciones contractuales, las condiciones especiales de ejecución del artículo 2.2.1.2.4.2.7.5 aplican a las entidades regidas por la Ley 80 de 1993 en todas las modalidades de selección, de manera que también deben incorporarse en los contratos celebrados de forma directa, mediante alguna de las dos opciones que la norma contempla: la subcontratación inclusiva o la integración del equipo de trabajo.
Igualmente, se resalta la Guía de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable adoptada conjuntamente por Colombia Compra Eficiente y el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, en la cual se establecen lineamientos de buenas prácticas para la integración de criterios ambientales y sociales en todas las etapas del Proceso de Contratación. Dicho instrumento sobre la contratación directa, a la que se efiere en su consulta señala que, Aunque en la contratación directa no procede la asignación de puntajes ni la comparación de múltiples ofertas, ello no releva a la entidad del deber de planeación. En consecuencia, deben realizarse los análisis y estudios necesarios que justifiquen la selección del contratista y permitan definir las condiciones técnicas, económicas, ambientales y sociales asociadas al objeto contractual. Estos elementos sirven de fundamento para estructurar las cláusulas de ejecución del contrato y para incorporar medidas orientadas al cumplimiento de políticas públicas y de los fines de la contratación estatal.

(ii) La respuesta al segundo interrogante también es afirmativa. La contratación directa no está exenta del deber de planeación: el artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 exige los estudios y documentos previos en todas las modalidades, con la única salvedad de la mínima cuantía. Es precisamente en esos documentos donde deben definirse los criterios de accesibilidad, teniendo en cuenta el bien, obra o servicio a contratar, y donde debe justificarse la incorporación, o la no incorporación, de las condiciones especiales de ejecución, previo análisis de su conveniencia y oportunidad. La motivación, por tanto, no depende de que se otorgue puntaje: deriva del deber de planeación y del principio de economía, y permite acreditar que la decisión de la entidad obedece a un análisis y no a una omisión.

(iii) La respuesta al tercer interrogante es negativa. Que determinadas disposiciones asocien los requisitos diferenciales y los puntajes adicionales a modalidades con evaluación comparativa no excluye toda aplicación de los criterios ambientales, sociales o de inclusión en la contratación directa. El Sistema Integral de Preferencias no se agota en el puntaje: conforme a la Circular Externa No. 003 de 2026, está compuesto por cinco medidas, de las cuales las compras públicas accesibles y las condiciones especiales de ejecución aplican a la contratación directa, y la inclusión de PcD a través de contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión es una medida cuya modalidad es, precisamente, la contratación directa, aunque de carácter potestativo y progresivo. Lo que la ausencia de comparación de ofertas excluye son los instrumentos que operan como factores de ponderación, no aquellos que se expresan en la definición del objeto o en las obligaciones del contrato.

En todo caso, corresponde a cada entidad estatal, en ejercicio de su competencia y previa valoración de los elementos fácticos y jurídicos de su proceso, determinar los criterios que incorpora y su alcance, justificándolos en los estudios y documentos previos, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones ni pronunciarse sobre casos particulares.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

(i) Para resolver los problemas jurídicos planteados es necesario partir de una precisión normativa. El puntaje adicional por vinculación de PcD al que alude su consulta se encuentra previsto en el artículo 2.2.1.2.4.2.7.4 del Decreto 1082 de 2015, modificado por el Decreto 0287 de 2026, y no en el artículo 2.2.1.2.4.2.6, que corresponde a la definición de los emprendimientos y empresas de PcD y a la tarifa legal para su acreditación. Hecha esa salvedad, es exacto que dicho puntaje opera únicamente en las modalidades de licitación pública y concurso de méritos, y que los criterios habilitantes diferenciales del artículo 2.2.1.2.4.2.7.3 no aplican a la contratación directa ni a la mínima cuantía[footnoteRef:1]. La razón es estructural: ambos instrumentos presuponen pluralidad de oferentes y comparación de propuestas, presupuesto que no concurre en una modalidad en la que la entidad selecciona directamente a su contratista. [1:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Circular Externa No. 003 del 12 de mayo de 2026, en la que se precisa que el puntaje adicional “únicamente le resulta vinculante a las entidades regidas por la Ley 80 de 1993, en las modalidades de licitación pública y concurso de méritos”, y que los criterios habilitantes diferenciales deben incorporarse “en las modalidades de licitación pública, selección abreviada y concurso de méritos para las entidades regidas por la Ley 80 de 1993, y en los procesos competitivos de las entidades de régimen especial, lo que significa que las modalidades de mínima cuantía y contratación directa están excluidas de esta medida”.
] 

Ahora bien, de esa exclusión no puede inferirse una conclusión general sobre los criterios ambientales, sociales, dentro de estos últimos de inclusión de ciertos grupos poblacionales como las personas en condición de discapacidad. La inferencia solo sería válida si tales criterios se manifestaran exclusivamente como factores de ponderación, lo que no ocurre. En el ordenamiento, esos criterios se expresan al menos de tres maneras distintas: a) como factores de evaluación y desempate, que en efecto suponen comparación; b) como exigencias técnicas incorporadas en la definición del objeto contractual; y c) como obligaciones a cargo del contratista durante la ejecución. Solo la primera de esas manifestaciones resulta incompatible con la contratación directa; las otras dos son plenamente compatibles y, en ciertos casos, obligatorias.
En efecto, y respondiendo el primer interrogante, el propio Decreto 0287 de 2026 contempla medidas que operan en la contratación directa. La primera es la de compras públicas accesibles del artículo 2.2.1.2.4.2.7.1 del Decreto 1082 de 2015, cuya finalidad es que toda compra de bienes, obras o servicios que realicen los entes del Estado en general, lo que incluye los regidos por el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y los regidos por régimen especial, y en particular los patrimonios autónomos constituidos por entidades estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos, incorpore criterios de accesibilidad en todas las modalidades de selección[footnoteRef:2]. Estos criterios se traducen en exigencias técnicas del bien, obra o servicio, de manera que su vehículo natural es la definición del objeto y no la evaluación de ofertas; por ello su aplicación en la contratación directa no ofrece dificultad conceptual alguna. [2:  Ibidem. La Circular precisa que las compras públicas accesibles tienen por finalidad “que toda compra de bienes, obras o servicios que realicen todos los entes del Estado en general, esto es, los que se rigen por el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública (EGCAP) o por régimen especial, y en particular los patrimonios autónomos constituidos por entidades estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos, en todas las modalidades de selección, incorporen criterios de accesibilidad”.
] 

La segunda es la de condiciones especiales de ejecución del artículo 2.2.1.2.4.2.7.5, aplicable a las entidades regidas por la Ley 80 de 1993 en todas las modalidades de selección. Esta medida se concreta en dos opciones —la subcontratación inclusiva, conforme a la cual el contratista, cuando requiera subcontratar, prioriza a personas naturales con discapacidad o a emprendimientos y empresas de PcD; y la integración del equipo de trabajo, que prioriza la vinculación de personas naturales con discapacidad, de las cuales debe incorporarse al menos una como obligación contractual en la minuta que hace parte de los documentos del proceso, cuyo cumplimiento verifican el supervisor o el interventor durante la ejecución. Se trata, entonces, de criterios que operan como obligaciones del contrato y no como factores de comparación, lo que explica su procedencia en la contratación directa.
A ello se agrega una tercera medida que confirma la conclusión: la inclusión de PcD a través de contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, prevista en el artículo 2.2.1.2.4.2.7.6, cuya modalidad es justamente la contratación directa. Conviene precisar que esta medida no es de carácter obligatorio para las entidades regidas por la Ley 80 de 1993, pues la norma dispone que deben propender por realizar esa contratación, lo que supone desplegar los esfuerzos necesarios para posibilitarla de manera progresiva, sin que ello sea imperativo; y que no modifica la naturaleza civil del contrato de prestación de servicios ni exonera a la entidad de verificar la idoneidad, la experiencia y las condiciones exigidas al contratista.
En cuanto a los requisitos habilitantes, es preciso un matiz. Los criterios habilitantes diferenciales del artículo 2.2.1.2.4.2.7.3 consisten en morigerar las exigencias de experiencia, capacidad financiera, capacidad organizacional o el valor de la garantía de seriedad de la oferta en favor de los emprendimientos y empresas de PcD, de modo que su sentido es comparativo y por ello la norma los excluye de la contratación directa y de la mínima cuantía. Ahora bien, esa exclusión no suprime el deber de la entidad de verificar la capacidad y la idoneidad de quien será su contratista, ni le impide definir las exigencias técnicas que el objeto demande; de manera que, por esta última vía, criterios de accesibilidad, sostenibilidad o inclusión pueden y deben incorporarse cuando el objeto lo requiera, siempre que guarden relación directa con este y respeten los principios de proporcionalidad y de selección objetiva, que rigen también en la contratación directa.

(ii) Ahora bien, la inclusión de criterios ambientales y sociales en las contratación estatal se robusteció con el Decreto 0997 del 4 de agosto de 2026, que modificó y adicionó el Decreto 1082 de 2015 en lo relacionado con las Compras Públicas Sostenibles, entre otras materias. Para efectos de su consulta interesa destacar cuatro de sus disposiciones. El artículo 1 adicionó el artículo 2.2.1.1.1.4.5, conforme al cual las entidades deben elaborar el Plan Anual de Adquisiciones realizando una planeación estratégica y adoptar Programas Institucionales de Compra Pública Sostenible, considerando los impactos asociados a las distintas etapas del Ciclo de Vida. El artículo 7 modificó el artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 e incorporó, dentro del contenido de los estudios y documentos previos, el análisis de los impactos económicos, sociales y ambientales, directos e indirectos, asociados a cada etapa del Ciclo de Vida del bien, obra o servicio a contratar, así como el análisis e identificación de las alternativas que promuevan la sostenibilidad. El artículo 8 modificó el artículo 2.2.1.1.2.1.3 y precisó que los pliegos de condiciones deben contener los criterios de selección, incluyendo los criterios ambientales y sociales que sean procedentes, los factores de desempate y los incentivos cuando a ello haya lugar. Y el artículo 11 adicionó el artículo 2.2.1.1.2.2.10, sobre verificación de listas internacionales, que impone a las entidades dejar constancia de dichas consultas en los Documentos del Proceso.
Trasladadas estas disposiciones a la modalidad por la que usted consulta, la conclusión es coherente con lo expuesto. Las exigencias que se expresan en los estudios y documentos previos resultan aplicables a la contratación directa, pues, como ya se indicó, el artículo 2.2.1.1.2.1.1 rige en todas las modalidades con la sola salvedad de la mínima cuantía; de manera que el análisis de los impactos del Ciclo de Vida y la identificación de alternativas sostenibles deben efectuarse también cuando la entidad contrata directamente. Lo propio ocurre con la constancia de verificación de listas internacionales, que debe obrar en los Documentos del Proceso cualquiera sea la modalidad. En cambio, el artículo 8 se refiere al contenido de los pliegos de condiciones, documento que no se expide en la contratación directa, y el artículo 9, que modificó el artículo 2.2.1.1.2.2.2 sobre el ofrecimiento más favorable, opera como factor de evaluación y presupone comparación de ofertas, razón por la cual tampoco tiene cabida en esa modalidad. Se confirma así el criterio de distinción expuesto: lo que se manifiesta en la planeación, en la definición del objeto o en las obligaciones del contrato opera en la contratación directa; lo que se manifiesta como ponderación, no.
Finalmente, debe atenderse el régimen de vigencia previsto en el artículo 14 del mismo decreto, que no es uniforme. Los artículos 2, 3, 8 y 11 entraron en vigencia a partir del día siguiente a su publicación en el Diario Oficial, mientras que los artículos 1, 4, 5, 6, 7, 9, 10, 12 y 13 rigen de manera progresiva conforme a un esquema de implementación escalonado en seis (6), nueve (9), doce (12) y quince (15) meses siguientes a la publicación, según la naturaleza y la categoría de la entidad estatal, determinada esta última conforme a la Ley 617 de 2000. Dichas disposiciones se aplican a los procedimientos de selección cuya invitación, aviso de convocatoria o documento equivalente se publique con posterioridad a la entrada en vigencia de las reglas respectivas, sin perjuicio de que las entidades puedan adoptarlas anticipadamente desde la fecha de publicación, caso en el cual deben hacerlo en su integridad. Además, los procesos que se rijan por Documentos Tipo continúan aplicando estos instrumentos y las normas anteriores hasta que esta Agencia expida las modificaciones o nuevas versiones a que haya lugar, supuesto en el que no operan las reglas de gradualidad; y las entidades sometidas a regímenes especiales de contratación pueden adoptar sus disposiciones como buena práctica institucional en sus manuales de contratación, en cuanto resulten compatibles con su marco jurídico. Corresponde, por tanto, a cada entidad verificar cuáles disposiciones le resultan exigibles al momento de estructurar el proceso.
De igual manera, en relación con la incorporación de los criterios sociales y ambientales, se expidió el Decreto 142 de 2023, que modificó y adicionó el Decreto 1082 de 2015, para promover el acceso al sistema de Compras Públicas de las Mipymes, las Cooperativas y demás entidades de la economía solidaria, incorporar criterios sociales y ambientales en los Procesos de Contratación de las Entidades Estatales, y establecer el emprendimiento comunal. Sobre los criterios sociales y ambientales, se indicó en la parte considerativa de dicha norma que “el sistema de compras y contratación pública tiene una función estratégica para la promoción de objetivos sociales y ambientales, pues representa un porcentaje considerable del gasto público, razón por la cual, se requiere integrar estos criterios a la valoración de la oferta más favorable en función de criterios cualitativos vinculados al objeto del contrato, en los términos establecidos en el literal b) del artículo 2.2.1.1.2.2.2. del Decreto 1082 de 2015”. 
En este contexto, el artículo 4 ibidem modificó el artículo 2.2.1.1.2.2.2 del Decreto 1082 de 2015 y estableció que los criterios de calidad para evaluar la mejor relación calidad - precio podrán incluir criterios ambientales o sociales vinculados al objeto del contrato[footnoteRef:3]. Así mismo, el artículo 5 modificó el artículo 2.2.1.2.1.5.1 del Decreto 1082 de 2015 referente a los estudios previos para la contratación de mínima cuantía, en el que se incluye un parágrafo que dispone que dentro de las condiciones técnicas exigidas se podrán incluir aspectos ambientales y sociales. De esta manera, conforme a esta normativa antes expuesta, las entidades podrán incorporar criterios ambientales o sociales relacionados con el objeto del contrato como parte de los criterios de calidad, en los procesos de contratación que aplique, así como en las condiciones técnicas mínimas.  [3:  ARTÍCULO 4. Modificación del artículo 2.2.1.1.2.2.2 de la Subsección 2 de la Sección 2 del Capítulo 1 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1082 de 2015. Modifíquese el artículo 2.2.1.1.2.2.2. de la Subsección 2 de la Sección 2 del Capítulo 1 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1082 de 2015, el cual quedará así:
 
"ARTÍCULO 2.2.1.1.2.2.2. Ofrecimiento más favorable. La Entidad Estatal debe determinar la oferta más favorable teniendo en cuenta las normas aplicables a cada modalidad de selección del contratista.
En la licitación y la selección abreviada de menor cuantía, la Entidad Estatal debe determinar la oferta más favorable teniendo en cuenta: (a) la ponderación de los elementos de calidad y precio soportados en puntajes o fórmulas; o (b) la ponderación de los elementos de calidad y precio que representen la mejor relación de costo-beneficio.
Si la Entidad Estatal decide determinar la oferta de acuerdo con el literal (b) anterior debe señalar en los pliegos de condiciones:
(…)
PARÁGRAFO. Los criterios de calidad para evaluar la mejor relación calidad precio podrán incluir criterios ambientales o sociales vinculados al objeto del contrato.
Los criterios ambientales podrán referirse, entre otras, a variables como la reducción del nivel de emisión de gases de efecto invernadero; el empleo de medidas de eficiencia energética y la utilización de energía procedente de fuentes renovables durante la ejecución del contrato.
 Los criterios sociales se referirán, entre otras, a las siguientes finalidades: fomento de la integración social de personas con discapacidad, inclusión de personas pertenecientes a grupos vulnerables en la ejecución del contrato y, en general, la inserción sociolaboral de personas en situación de riesgo de exclusión social y la eliminación de criterios sospechosos de discriminación; el fomento de la contratación femenina o población LGTBIQ+; madres cabeza de hogar; personas que no cuenten con cualificaciones educativas de formación secundaria o profesional superior,; víctimas del conflicto armado; criterios referidos al suministro o a la utilización de productos basados en un comercio justo durante la ejecución del contrato, en los términos definidos por el artículo 4 de la Ley 2046 de 2020.
En el marco de las competencias atribuidas por el Decreto Ley 4170 de 2011, la Agencia Nacional de Contratación Pública -Colombia Compra Eficiente adoptará instrumentos dirigidos a orientar a las Entidades Estatales en la aplicación de estos criterios sociales y ambientales."
] 

En desarrollo de lo anterior, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente y el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible adoptaron en conjunto la “Guía de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable”[footnoteRef:4], con el objetivo de brindar a los partícipes del sistema de compra pública directrices para la implementación de cláusulas ambientales y sociales en su gestión contractual. Mediante esta Guía se establecen lineamientos que constituyen un instrumento de buenas prácticas para garantizar la consecución de Objetivos de Desarrollo Sostenible en el ámbito de la contratación estatal, mediante la implementación de criterios y obligaciones ambientales y sociales en todas las etapas del Proceso de Contratación. [4:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. “Guía de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable” Disponible en: https://www.colombiacompra.gov.co/wp-content/uploads/2025/06/Guia-de-Compras-Publicas-Sostenibles-y-Socialmente-Responsables-2025.pdf 
] 

Particularmente, sobre la fase correspondiente a la determinación de las especificaciones técnicas mínimas, el numeral 5.2.5 de la Guía indica que estas especificaciones constituyen requisitos mínimos que se les exigirán a los contratistas, los cuales deben estar relacionados con las características específicas del bien, obra o servicio que se comprará, no con las características del proveedor. Para la definición de las especificaciones técnicas de tipo ambiental y social, las entidades deberán proporcionar a los proveedores acceso en condiciones de igualdad al procedimiento de contratación y asegurarse de que la mayoría de los potenciales proveedores puedan cumplir las especificaciones técnicas incluidas, con el fin de que reciban suficientes ofertas y no comprometer la selección de la oferta que represente la mejor relación calidad-precio, de acuerdo con sus características y desempeño ambiental.
En este sentido, según lo señala la Guía, se pueden establecer criterios de sostenibilidad ambiental y social de carácter habilitante en las especificaciones técnicas a exigir en un Proceso de Contratación. Sin embargo, se precisa que los criterios que se determinen por parte de la entidad deberán guardar relación con el objeto del contrato y encontrarse acorde con las condiciones del mercado, de tal suerte que solo se podrán incorporar criterios que tengan conexión con la necesidad, con el bien o servicio a adquirir y que asegure la pluralidad de oferentes. Además, la incorporación de criterios ambientales y sociales debe estar acompañada de una justificación adecuada y suficiente en los documentos del proceso.
Lo anterior resulta de especial importancia, pues para la determinación de las especificaciones técnicas de tipo ambiental o social la entidad deberá tener en cuenta todos aquellos aspectos que tengan conexión con el objeto, la necesidad y el bien o servicio que pretende suplir, así como lo determinado en el análisis del sector. No obstante, se resalta que la identificación de dichos criterios no podrá omitir la aplicación de los criterios obligatorios de acuerdo con la normativa. Adicionalmente, su determinación deberá ser adecuada, proporcional y pertinente, desprovista de cualquier carácter discriminatorio que afecte la libre competencia y el principio de igualdad
En este contexto, la inclusión de los criterios sociales y ambientales como parte de los requisitos mínimos técnicos en cada Proceso de Contratación dependerá de la identificación de la necesidad, de acuerdo con las particularidades propias de cada proyecto. En este sentido, no se restringe para una modalidad de contratación o una tipología contractual específica, en la medida en que la determinación de la incorporación de dichos criterios deberá obedecer al análisis que realice la entidad, de manera que podrá ser empleada en cualquiera de ellas. Por tanto, independientemente de la modalidad contractual a adelantar o el tipo de contrato a ejecutar lo importante es que la entidad analice las necesidades que pretende satisfacer, los posibles impactos medio ambientales y sociales del contrato, las condiciones del mercado y demás aspectos necesarios y, con base en esta información, identifique los criterios de sostenibilidad que puedan ser incorporados a los Procesos de Contratación. 
Respecto de la contratación directa la Guía señala que Aunque en la contratación directa no procede la asignación de puntajes ni la comparación de múltiples ofertas, ello no releva a la entidad del deber de planeación. En consecuencia, deben realizarse los análisis y estudios necesarios que justifiquen la selección del contratista y permitan definir las condiciones técnicas, económicas, ambientales y sociales asociadas al objeto contractual. Estos elementos sirven de fundamento para estructurar las cláusulas de ejecución del contrato y para incorporar medidas orientadas al cumplimiento de políticas públicas y de los fines de la contratación estatal.
En este punto, es pertinente señalar que, en el Anexo I de la “Guía de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable”, se relacionan, a modo enunciativo, una serie de criterios ambientales y sociales, que pueden ser incorporados como factores de evaluación, especificaciones técnicas u obligaciones contractuales. Para tales efectos, se recomienda implementar las pautas allí señaladas con el fin de determinar su conveniencia, así como la manera más adecuada de incorporarlos en el respectivo Proceso de Contratación. Particularmente, el numeral 1 del literal A señala lo siguiente:

[bookmark: _Hlk193397499]“La aplicación de las condiciones técnicas, de evaluación y de ejecución señaladas dependerá de la modalidad de contratación específica utilizada. En las modalidades que otorgan puntaje, como la licitación pública, la selección abreviada de menor cuantía y el concurso de méritos, la entidad revisará si estas pautas se pueden establecer como criterios técnicos o como condición de calificación, de modo que los proponentes puedan ser evaluados en función de su compromiso con la sostenibilidad. En las modalidades de contratación que no incluyen la evaluación por puntaje, como la mínima cuantía y la selección abreviada por subasta inversa, estas condiciones pueden ser incorporadas en las especificaciones técnicas como requisitos habilitantes y/o de ejecución. 

En todo caso, para su establecimiento como requisitos habilitantes o de calificación, las Entidades Estatales deben analizar su procedencia de acuerdo al objeto contractual, valor, plazo y demás condiciones de ejecución, de tal forma que sean proporcionales y adecuadas al proceso de contratación que se desarrollará. Además, al tratarse de condiciones que reúnen aspectos ambientales y sociales generales, la Entidad Estatal ajustará la forma en la que se incorporará al Proceso de Contratación y su medio de verificación”. (Énfasis por fuera de texto).

(iii) Respecto del segundo interrogante, debe afirmarse que la contratación directa no se encuentra exenta del deber de planeación. El artículo 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 exige que los estudios y documentos previos contengan, entre otros elementos, la descripción de la necesidad, el objeto a contratar con sus especificaciones, la modalidad de selección y su justificación, el valor estimado y su justificación, el análisis de riesgo y la forma de mitigarlo y las garantías, y precisa que dicho artículo no es aplicable únicamente a la contratación de mínima cuantía[footnoteRef:5]. De ello se sigue que en la contratación directa los estudios previos son exigibles y constituyen el escenario en el que la entidad debe motivar sus decisiones técnicas y jurídicas. [5:  Decreto 1082 de 2015: “Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Estudios y documentos previos. Los estudios y documentos previos son el soporte para elaborar el proyecto de pliegos, los pliegos de condiciones, y el contrato. Deben permanecer a disposición del público durante el desarrollo del Proceso de Contratación y contener los siguientes elementos, además de los indicados para cada modalidad de selección: 1. La descripción de la necesidad que la Entidad Estatal pretende satisfacer con el Proceso de Contratación. 2. El objeto a contratar, con sus especificaciones, las autorizaciones, permisos y licencias requeridos para su ejecución, y cuando el contrato incluye diseño y construcción, los documentos técnicos para el desarrollo del proyecto. 3. La modalidad de selección del contratista y su justificación, incluyendo los fundamentos jurídicos. 4. El valor estimado del contrato y la justificación del mismo […] 5. Los criterios para seleccionar la oferta más favorable. 6. El análisis de Riesgo y la forma de mitigarlo. 7. Las garantías que la Entidad Estatal contempla exigir en el Proceso de Contratación. 8. La indicación de si el Proceso de Contratación está cobijado por un Acuerdo Comercial. El presente artículo no es aplicable a la contratación por mínima cuantía”.
] 

Esa exigencia se refuerza tratándose de los criterios por los que usted indaga. De una parte, los criterios de accesibilidad, los sociales y ambientales se definen en la etapa de planeación, puntualmente en los estudios y documentos previos, teniendo en cuenta el bien, obra o servicio a contratar, y cuando no existan normas legales, reglamentarias o técnicas aplicables la entidad no se exonera de incorporarlos, debiendo fijar una ficha técnica propia determinada con su equipo interdisciplinario de contratación. De otra, la incorporación de las condiciones especiales de ejecución debe corresponder a un juicioso ejercicio de la entidad en la fase de planeación, soportado en estudios y documentos previos debidamente justificados, de manera que incluso la decisión de no incorporar ninguna debe justificarse analizando su conveniencia y oportunidad. La motivación, por tanto, no depende de que exista o no asignación de puntaje: es una exigencia del deber de planeación y del principio de economía previsto en el numeral 12 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, y permite acreditar que la decisión obedece a un análisis y no a una omisión.

(iv) Finalmente, el tercer interrogante se responde negativamente por las razones ya expuestas. La circunstancia de que ciertas disposiciones asocien los requisitos diferenciales y los puntajes adicionales a procedimientos con evaluación comparativa de ofertas delimita el ámbito de esos dos instrumentos, pero no permite concluir que los criterios ambientales, sociales o de inclusión carezcan de toda aplicación en la contratación directa. Una lectura semejante confundiría el instrumento con la finalidad: lo que la ausencia de pluralidad de oferentes impide es ponderar ofertas, no perseguir los objetivos de accesibilidad, sostenibilidad e inclusión por los medios que resultan compatibles con la modalidad, esto es, la definición técnica del objeto y las obligaciones contractuales.
A la misma conclusión conduce el diseño del Sistema Integral de Preferencias, que fue concebido como un conjunto estructurado de medidas afirmativas que las entidades estatales deben adoptar en todas las fases del proceso contractual, y no como una única medida. Precisamente por ello la Circular Externa No. 003 de 2026 identificó cinco medidas y precisó el régimen y las modalidades a las que cada una resulta aplicable, distinguiendo las que operan en la contratación directa de las que no[footnoteRef:6]. Interpretar que la exclusión del puntaje arrastra consigo la de las demás medidas contrariaría esa estructura y la finalidad del sistema, que es remover barreras de acceso en todas las fases de la contratación. [6:  La Circular Externa No. 003 de 2026 incorpora un cuadro de aplicación de las medidas por régimen de contratación y modalidad de selección, en el que se identifican las que resultan aplicables a la contratación directa.
] 

Finalmente, debe advertirse que el análisis requerido para resolver situaciones concretas relacionadas con la contratación de las entidades estatales corresponde a quienes tengan interés en ello, de modo que las afirmaciones aquí realizadas no pueden interpretarse como juicios de valor sobre circunstancias particulares. Al tratarse de decisiones que deben adoptarse en cada procedimiento contractual, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de Colombia. Artículos 13, 209 y 333.
· Ley 80 de 1993. Artículos 24, 25 y 26.
· Ley 1150 de 2007. Artículos 2, 5 y 12.
· Ley 1346 de 2009.
· Ley Estatutaria 1618 de 2013. Artículo 2 y artículo 13, numerales 1, 7 y 8.
· Ley 2069 de 2020. Artículos 31, 32 y 35.
· Decreto Ley 4170 de 2011. Artículo 3, numerales 2 y 5, y artículo 11, numeral 8.
· Decreto 1082 de 2015. Artículos 2.2.1.1.2.1.1, 2.2.1.1.2.2.2, 2.2.1.2.4.2.6, 2.2.1.2.4.2.7.1, 2.2.1.2.4.2.7.2, 2.2.1.2.4.2.7.3, 2.2.1.2.4.2.7.4, 2.2.1.2.4.2.7.5 y 2.2.1.2.4.2.7.6.
· Decreto 0287 de 2026.
· Decreto 0997 de 2026.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Resolución 469 de 2025.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Circular Externa No. 003 del 12 de mayo de 2026.
· Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Guía de Compras Públicas Sostenibles y Socialmente Responsables.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha pronunciado sobre el alcance del Decreto 0287 de 2026 y sobre la incorporación de criterios sociales y ambientales en los procesos de contratación en diversos conceptos. Estos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación: https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718 

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente 
Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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